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Radicación No.:
660016000058 2005 01380

Indiciado:
Rubén Darío Restrepo Marín

Afectada:
Marina López de Cardona

Delito:
Homicidio culposo

Procedencia:
Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira

Asunto:
Apelación de auto que ordena preclusión de la investigación

ASUNTO

Por medio de este proveído la Sala desata la impugnación interpuesta por el representante de la víctima, contra la decisión mediante la cual el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, decretó la preclusión de la investigación solicitada por la Fiscalía, dentro del caso que por homicidio culposo se adelanta contra el señor Rubén Darío Restrepo Marín. 

ANTECEDENTES

Los acontecimientos generadores del debate jurídico que aquí se suscita acaecieron en el barrio Berlín, en la carrera novena entre calles quinta y sexta de esta ciudad, en horas de la tarde del 30 de agosto de 2005, cuando el ciudadano Restrepo Marín, quien conducía el taxi Mazda de placas WHK-145, afiliado a la empresa Tax Luxor, atropelló a la señora Georgina Gómez de López, quien se desplazaba como peatón, a consecuencia de lo cual se produjo se deceso.

Luego de realizadas las respectivas labores de investigación por parte de policía judicial, se concluyó que la señora Georgina, de 75 años de edad, falleció por asfixia mecánica, es decir, por insuficiencia respiratoria por tórax inestable, debido a politrauma contuso en hecho de tránsito, según el informe técnico de necropsia médico legal No. 2005P- 050307000671.

SOLICITUD DE PRECLUSIÓN

La Fiscalía 18 de la unidad de delitos contra la vida y la integridad personal de Pereira inició investigación penal contra el ciudadano Rubén Darío Restrepo Marín por la conducta punible de homicidio culposo, la cual posteriormente fue precluida por el juzgado de instancia en razón a la imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia, pues arguyó que no existen elementos materiales probatorios, ni evidencia física que permitan conocer algunas circunstancias en que sucedieron los hechos. En la audiencia de sustentación de la petición preclusiva, el representante de la víctima y el Ministerio Público se opusieron a la terminación anticipada del proceso, argumentando el último que el resultado de la muerte se dio porque el indiciado conducía el automotor con exceso de velocidad.

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

El juzgado encontró debidamente fundamentada la petición de la delegada fiscal y en consecuencia dispuso la preclusión de la actuación, tras argumentar que quedó acreditada la imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia del señor Rubén Darío Restrepo Marín, como lo establece el numeral sexto del artículo 332 del Código de Procedimiento Penal.

Esa determinación incomodó al apoderado de la víctima, quien mediante la consideración de que resulta prematuro el archivo de las diligencias, ejerció el derecho de impugnación. 

DEL RECURSO

El representante de la víctima -recurrente-

Quien representa los intereses de la víctima sustentó su inconformidad con la decisión preclusiva, expresando que con la ayuda de la física, de la materia cinemática y de las actuaciones de policía judicial, especialmente la descrita en el informe No. 0401015, se tendrían los elementos materiales probatorios necesarios para determinar la responsabilidad penal del señor Rubén Darío Restrepo Marín, evidencias que en su sentir las puede establecer un físico forense de medicina legal y que además son materialmente viables, legalmente procedentes y matemáticamente cuantificables.

El togado manifiesta que no debe quedar en la impunidad la muerte de la señora Gómez de López, quien si bien contaba con 75 años, se desempeñaba como directora de un grupo de la tercera edad y gozaba de las capacidades no muy plenas, pero sí las necesarias para valerse por sus propios medios, además tenía la aptitud cognoscitiva para poder valorar el cruzar de forma oportuna una vía y ésta era una actividad que cotidianamente realizaba.

Concluye diciendo que con la colaboración de la física y de las actividades de un programa metodológico se pueden establecer los elementos materiales probatorios necesarios para continuar con la investigación penal, y por consiguiente solicita no se acoja la preclusión deprecada por la Fiscalía.

La Fiscal -no recurrente-

Por su parte el órgano de la investigación penal señala que cuando se está frente a un caso de accidente de tránsito es complicado en la práctica recoger los elementos materiales de prueba y las evidencias porque los lugares han cambiado cuando ya se acude en desarrollo de un programa metodológico, y más tratándose de una ciudad como Pereira, la cual no es muy grande y sobre las mismas vías se hacen cambios.

Respecto de la petición del representante de la víctima, considera que está desfasado, porque él mismo reconoce que la señora Georgina no tenía plena capacidad al momento de los hechos debido a sus largos años de existencia, además indica que el Código Nacional de Tránsito Terrestre exige a las personas de la tercera edad o mayores de 65 años no salir a la calle solas.

De conformidad con la solicitud del recurrente, para que no se acoja la preclusión y en su lugar se envíe el expediente a un físico forense de medicina legal, el ente acusador considera que éste profesional no puede esclarecer el hecho que el encargado de la víctima reclama, pues no puede determinar si a la distancia en que iba el taxi cuando observa a la víctima podía reaccionar o no, ya que el va a tener una visión diferente del conductor que estaba frente al volante en ese instante. Ese hecho lo pudo haber esclarecido en su momento una inspección ocular en el lugar del accidente, en la que se verifica distancia, obstáculos, visibilidad. Señala que la labor del físico forense es diferente, es hacer una reconstrucción de los hechos, que en física, se llama diagramación analítica.

Expresa que en el presente caso se evidencia culpa exclusiva de la víctima y en virtud de tal consideración, elevó solicitud de preclusión al juez de conocimiento, y ante ello, concluye que en el sub examine no cabe responsabilidad penal al señor Restrepo Marín y por ende es procedente la preclusión solicitada.

El defensor -no recurrente-

En igual forma la defensa solicita se confirme la decisión tomada por la a quo, que ordenó la preclusión de la investigación contra su prohijado. Afirma que la Fiscalía tuvo razón cuando al analizar concienzudamente los hechos y las circunstancias que dieron lugar al insuceso, concluyó que no había manera de desvirtuar la presunción de inocencia del indiciado.

Señala que la víctima era una persona de 75 años que intentó inesperadamente cruzar una calzada vehicular y que lo hizo corriendo. Advierte que a 30 metros del lugar del accidente había un puente peatonal, y que la vía donde se produjo es muy concurrida y se permite una velocidad hasta de 60 kilómetros, el peligro al cruzarla sin usar las debidas precauciones genera una probabilidad altísima de que la señora fuera arrollada por cualquiera de los automóviles.

El apoderado asevera que Rubén Darío vio a doña Georgina de un momento a otro y no le dio oportunidad de reaccionar, además que él lleva muchos años conduciendo -30 años- y es la primera vez que acude a estrados judiciales por un accidente.

Así las cosas y en tratándose de una persona que no está en pleno uso de sus facultades físicas ni mentales, la victima dio lugar al accidente al cruzar de manera intempestiva la vía, y no puede pretenderse que un conductor reaccione de manera súbita cuando se encuentra a menos de un metro con un peatón frente a su automóvil.

Asegura que en el presente caso se evidencia hecho de la víctima como 

generador del daño, y que según los tratadistas colombianos, ésta figura jurídica exonera de responsabilidad tanto penal como civil a su defendido.

CONSIDERACIONES 

Competencia:

La Sala se encuentra habilitada para conocer y decidir sobre el recurso materia del presente análisis, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial que determinan la competencia, y de lo estipulado por el numeral primero del artículo 34 de la ley 906 de 2004, bajo cuya égida se impartió este trámite procesal.

Problema jurídico

Se contrae a establecer por parte de la Corporación, si la determinación proferida por el juzgado de instancia se encuentra ajustada a derecho, en cuyo caso habrá de impartírsele confirmación, o en su defecto, revocarla como lo solicita el representante de la víctima. 

SOLUCIÓN

De acuerdo con lo previsto en la ley 906 de 2004, el fiscal puede solicitar en cualquier momento la preclusión de la investigación al juez de conocimiento, cuando no encuentre mérito para acusar, o por la demostración de alguna de las causales previstas en el artículo 332, esto es, existencia de un motivo que excluya la responsabilidad con arreglo a lo previsto por el estatuto punitivo, inexistencia del hecho investigado, atipicidad de la conducta, ausencia de intervención del imputado en la conducta averiguada, imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia, y vencimiento del término máximo previsto en el inciso segundo del artículo 294 de este cuerpo normativo. 

El artículo séptimo del Código Procedimental Penal establece que toda persona se presume inocente y debe ser tratada como tal, mientras no quede en firme decisión judicial sobre su responsabilidad penal, para cuya declaratoria le corresponde a la Fiscalía la carga de la prueba. Entre tanto, para proferir sentencia condenatoria deberá existir en el operador jurídico el convencimiento acerca, tanto de la existencia de la conducta punible, como 

también de la responsabilidad del justiciable, más allá de toda duda, acorde con lo preceptuado por la regla 381 de la codificación indicada.

Para invocar con éxito en el presente caso la causal sexta del artículo 332,  necesariamente hay que partir de la base de que la conducta realizada por Rubén Darío Restrepo, consistente en haber dado muerte a Georgina Gómez de López en el accidente de tránsito que motiva este análisis, es imposible de esclarecer, o bien que el lamentable hecho acaeció por culpa exclusiva de la víctima.

En el asunto que es objeto de análisis, encuentra la Sala procedente acceder a la petición de la Fiscalía, toda vez que con los muy escasos elementos materiales probatorios obrantes en la actuación no se logra demostrar la responsabilidad penal de Restrepo Marín, quien se encuentra amparado por la causal invocada –sexta del artículo 332 C.P.P.-, ya que como bien lo manifestó la señora juez a quo, no existe ningún tipo de evidencia que comprometa su responsabilidad. 

Es menester recordar que uno de los principios básicos que rigen el proceso penal es aquel por el cual toda persona se reputa inocente, hasta tanto una sentencia en firme declare su responsabilidad, e incumbe a la parte acusadora la demostración del compromiso del imputado y no a éste su inocencia.

El principio sub examine también se halla en forma expresa, por diversos tratados de derechos humanos actualmente con jerarquía constitucional, como puede apreciarse en el artículo 8 numeral segundo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos: “Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad”, también en el artículo 14 numeral segundo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: “Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley”, de igual forma en el artículo 26 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre: “Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es culpable” y en el mismo sentido en el artículo 11 numeral primero de la Declaración Universal de los Derechos Humanos: “Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad”.

Así las cosas, sería la Fiscalía quien debería desvirtuar el estado de inocencia del encartado, y en tanto no se arrimen a la causa los elementos que lo destruyan, no se puede modificar ese status.

La presunción de inocencia conlleva la exigencia de la inversión de la carga de la prueba en sentido material sobre la parte acusadora, como verdad que ampara a todo acusado, de modo que la falta de prueba de su culpabilidad ha de dar lugar necesariamente, a una decisión de preclusión o a un fallo absolutorio.

Con base en lo expuesto, el Tribunal encuentra que los elementos surgidos del debate no alcanzaron, ni siquiera en forma mínima, para desvirtuar la presunción de inocencia de que goza Rubén Darío Restrepo Marín. En efecto, no se arrimó a la carpeta ninguna prueba –directa o indiciaria- demostrativa de que el nombrado hubiera realizado actividad peligrosa con culpa, llámese impericia, negligencia o imprudencia dentro de la cual se tiene la violación de normas legales o reglamentarias.

En este sentido, para la determinación de los hechos se deben comprender los elementos relativos a la voluntad del imputado, a su conocimiento o representación, que resulta imprescindible averiguar y reconstruir para aplicar la ley penal. De lo contrario, no hay elementos para estructurar ninguna decisión judicial adversa y por ende el código trae como herramienta en estos casos la figura de la preclusión.

La total orfandad probatoria que presentó la Fiscalía en contra de Restrepo Marín impide a este Tribunal arribar a la certeza necesaria para considerarlo responsable del delito que se le enrostra, por cuanto no se destruyó el estado de inocencia del imputado.

Obsérvese cómo no aparece un sólo testigo que haya presenciado el atropello, ya que según el informe ejecutivo, en el escenario de los contecimientos si bien se pudo contactar a Edgar Londoño Pérez, Lisdey Vega Herrera, Consuelo González Dávila y Angela María Peña Serna, ninguno de ellos afirma haber presenciado el accidente, ya que se percataron de él después de que había sucedido. Ni siquiera pudo dar cuenta del luctuoso episodio el yerno de la hoy víctima Rigoberto Antonio Cardona Acevedo, quien fue hallado muy cerca del lugar de los hechos.

Y las pruebas técnicas practicadas por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses no aportan elementos de juicio para determinar la posible responsabilidad del conductor, de tal suerte que no existe posibilidad de infirmar su dicho (Folio12) en el sentido de que la señora se le atravesó de manera intempestiva, alcanzó a frenar pero siempre la colisionó de frente con el lado izquierdo del bómper, porque como iban varios vehìculos particulares no pudo ver la persona a quien atropelló, de manera que en estas condiciones no se tiene información siquiera acerca del lado de donde apareció la hoy víctima y este es uno de tantos interrogantes que no obtuvieron ni obtendrán respuesta, precisamente en virtud de la ausencia de elementos de conocimiento que lo puedan dilucidar.

No es desconocido entonces, que la conducta de la víctima fue imprudente, puesto que se trataba de una mujer de la tercera edad, que transitaba sola y según el artículo 59 del Código Nacional de Tránsito Terrestre, estas personas deben ir acompañadas al cruzar las vías, por mayores de 16 años, además de que no observó un puente peatonal muy cercano al lugar de los hechos como lo asegura el señor defensor en la sustentación del recurso, lo cual no fue infirmado y cuyo uso le era obligatorio, precisamente para evitar un evento lamentable como ese, y su existencia consolida el principio de confianza que ampara a quienes transitan por allí conduciendo vehículos automotores.

En la sustentación de la solicitud preclusiva el representante del Ministerio Público aduce que el automotor se desplazaba a exceso de velocidad, y según el experticio forense, la desarrollada por el taxi no era inferior a 40 kilómetros por hora, pero ello es permitido por el artículo 106 del Código Nacional de Tránsito Terrestre: “En vías urbanas las velocidades máximas serán de sesenta (60) kilómetros por hora excepto cuando las autoridades competentes por medio de señales indiquen velocidades distintas”. Así mismo, obra en la carpeta de la Fiscalía, comunicado del Instituto Municipal de Tránsito de Pereira, en el cual informa que la velocidad permitida en la carrera 9 entre calles 5 y 6 de esta ciudad es de 50 Km./hora y que esa velocidad aplica para todo tipo de vehículos.

En tal orden de ideas, es preciso concluir que efectivamente continúa prevaleciendo la presunción de inocencia en favor del inculpado, la cual no es posible desvirtuar ante la inexistencia de otros elementos materiales probatorios o evidencia física con los cuales se pudiera esclarecer la realidad histórica, de suerte que se hace necesario acompañar al juzgado en la determinación impugnada, sin perjuicio de que la representación la víctima, si a bien lo tiene, pueda instaurar la acción indemnizatoria que considere, ante la rama civil de la jurisdicción.

DECISIÓN

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE

CONFIRMAR la determinación preclusiva del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, en cuanto fue materia de impugnación.

Ésta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO 
         
 
    JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                  

Magistrado





                                   Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ


    WILSON FREDY LÓPEZ 

Magistrado            


                                   Secretario
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